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«Sería del caso que la Sala con fundamento en el artículo 32.2 de la Ley 906
de 2004 se pronunciara acerca del recurso de apelación interpuesto por el
Delegado de la Fiscalía General del Nación contra la decisión que no autorizó
interrogar al perito dentro del juicio oral acerca de los aspectos relacionados
con el peritaje que debía rendir sobre los informe periódicos entregados por
el secuestre de los bienes embargados dentro del proceso civil referido en la
sinopsis fáctica, durante el periodo 2006 - 2012, sino fuera porque se trata
de decisión proferida durante la evolución del juicio oral que resolvió la
oposición de la defensa a la pregunta con la cual el Fiscal pretendió
interrogar al perito sobre la ampliación de la pericia solicitada, la cual no
admite recurso.

Con fundamento en las reglas del sistema de procesamiento penal oral
acusatorio, el tema concerniente a las pruebas que se deben practicar en el
juicio queda agotado en la audiencia preparatoria, salvo la contingencia
prevista en el inciso final del artículo 357 ibídem, referente a la facultad
conferida al Ministerio Público para solicitar la práctica de aquellas que sean
trascendentes para resolver el objeto del proceso y que no fueron solicitadas
por las partes.

En consecuencia, no es procedente que en los momentos procesales
subsiguientes del juicio oral se retorne a los aspectos relacionados con las
solicitudes probatorias y su decreto, a menos que, durante la práctica de las
autorizadas, se haga necesaria la exclusión de alguna de ellas por haber
sido obtenida con violación de las garantías fundamentales, como así lo
dispone el artículo 23 del mismo ordenamiento, caso en el cual igual
tratamiento reciben las que sean resultado de ella.

En el caso bajo examen, en desarrollo de la declaración del perito del C.T.I.
(JEOQ), cuando el Delegado de la Fiscalía pretendió interrogarlo por la
ampliación del peritaje sobre los informes presentados por el secuestre de
los bienes embargados en el proceso ejecutivo referido en la sinopsis fáctica,
la defensa se opuso manifestando que el ente investigador no entregó el
peritaje aludido dentro de la oportunidad procesal que señala el artículo 415
de la Ley 906 de 2004, esto es, por lo menos con cinco días de antelación al



inicio del juicio oral, circunstancia que fue confirmada por el Fiscal y
comprobada por el Tribunal.

[…]

Al respecto, con fundamento en el artículo 29 de la Constitución Política, el
cual garantiza el ejercicio del derecho de contradicción, debe recordarse que
las oposiciones al interrogatorio tienen por finalidad que las partes en juicio
expresen su discrepancia ante cualquier manifestación de la contraparte
que afecte sus derechos o ponga en riesgo la vigencia de las reglas que rigen
el desarrollo del juicio oral1.

Así, en el terreno práctico, con ellas las partes buscan evitar el ingreso al
juicio oral de pruebas ilegales, superfluas, inconducentes o repetitivas;
minimizar el efecto demostrativo de las pruebas; prevenir los
comportamientos indebidos que afectan la buena fe, lealtad, eficiencia y
presunción de inocencia, y proteger al testigo de preguntas que puedan
confundirlo2.

En tales condiciones, la oposición al interrogatorio genera un incidente
regido por la lógica del debate, cuya decisión, a cargo del juez, debe ser
inmediata, como lo dispone el artículo 395 de la Ley 906 de 2004, el cual
expresamente señala: «Oposiciones durante el interrogatorio. La parte que no está
interrogando o el Ministerio Público, podrán oponerse a la pregunta del interrogador
cuando viole alguna de las reglas anteriores o incurra en alguna de las prohibiciones.
El juez decidirá inmediatamente si la oposición es fundada o
infundada.»(Negrillas fuera de texto).

Por manera que cuando el juez resuelve la objeción, como común se
denomina a la oposición, no hace nada diferente a emitir una decisión de
cumplimiento inmediato que no es recurrible por las partes. En efecto,
cuando considera que la misma es “ha lugar” o “no ha lugar”, simplemente,
en el primer supuesto, ordena al examinador no hacer la pregunta o
replantearla, según el caso, y en el segundo evento, que el cuestionamiento
no transgrede las reglas del interrogatorio ni las prohibiciones contenidas
en la norma procesal y, por lo tanto, el testigo está obligado a responderla.

[…]

En tales condiciones la Corte se abstendrá de resolver el recurso de
apelación interpuesto y ordenará la devolución inmediata de la actuación al
Tribunal de origen para que continúe con la audiencia de juicio oral».

1Baytelman A., Andrés y Duce J., Mauricio, Litigación Penal, Juicio Oral  y Prueba. Lima, Alternativas,
2005, p. 185.
2Villegas Arango, Adriana, El Juicio en el Proceso Penal Acusatorio, Fiscalía General de la Nación,
Escuela de Estudios e Investigaciones Criminalísticas y Ciencias Forenses, 2008, p. 82.



NORMATIVIDAD APLICADA:

Constitución Política de Colombia de 1991, art. 29
Ley 906 de 2004, arts. 32-2, 357, 395 y 415

JURISPRUDENCIA RELACIONADA:

Ver también, entre otras, la providencia: CSJ SP8433-2014.
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«[…] la labor del sentenciador es la de un simple observador que bajo
especiales y excepcionales circunstancias está autorizado para intervenir en
el decurso de la práctica probatoria, en tanto, es a las partes a quienes les
corresponde evacuar, tratándose del testimonio, el interrogatorio cruzado
como consecuencia del protagonismo que asumen y la defensa de las teorías
del caso que pretenden demostrar con el decurso del debate probatorio.

Y con ello, les asiste la facultad de presentar las oposiciones a las preguntas
que consideren contravienen las reglas indicadas en la normatividad
procesal penal, para que sea el sentenciador quien determine su
procedencia en garantía de la legalidad y lealtad de las mismas en atención
a lo dispuesto en el inciso final del artículo 392 de la Ley 906 de 2004 en
concordancia con el 395 ejusdem.

No de otra manera puede entenderse, pues si el fallador es quien se detiene
a oponerse a los interrogantes, declina su función decisoria sobre los
mismos y se arroga el interés propio de los contendores en que se dé o no
determinada respuesta.

De manera que no corresponde al director de la audiencia la asunción
oficiosa de tal prerrogativa, pues será a solicitud de parte que habrá de darse
paso a la admisión o no de oposiciones a los interrogantes, pues es claro



que las mismas integran el derecho de oposición que se hace manifiesto en
la práctica de la prueba testimonial.

[…]

Ahora bien, cuando se alega la violación al principio de imparcialidad, no
basta su enunciación pues es necesario, al igual que en  cualquier otro yerro
en sede de casación, que efectivamente se acredite de manera objetiva, de
modo que no sea la particular visión de una de las partes o intervinientes
procesales la que lo avizore, sino que igual pueda hacerlo cualquier juicioso
espectador de la actuación, y que tenga una entidad tal que permita
considerar que tal postura definitivamente incidió en la determinación final.

[…]

En el presente caso, la demandante no sólo refirió cada una de las
irregularidades en que incurrió la sentenciadora de primer grado, sino que
demostró cómo fueron decisivas para el planteamiento de la estrategia
defensiva entonces propuesta con claro desmedro del derecho a la defensa
del encartado.

[…]

En especial, en el desarrollo del juicio oral, donde el sesgo se hizo evidente,
pues la funcionaria judicial intervino activamente a favor de la Fiscalía al
punto de que, sin que esta interviniera, asumió la postulación continua de
“objeciones” y obstaculizó el normal desarrollo del contradictorio frente a los
testimonios de cargo, con lo cual abandonó su rol de juez imparcial y ajeno
a las posturas de las partes, para adoptar una postura inquisitorial.

[...]

Ahora, que si la razón de tal actuación fue el advenimiento de preguntas
contrarias a la técnica del interrogatorio cruzado, téngase presente que,
como ya se indicó, de un lado, al juez tan sólo le corresponde intervenir de
manera excepcional con el propósito de que el mismo sea leal y las
respuestas sean claras y la objeción de aquellas, ya sea por repetitivas,
extensas, confusas o propias del tema objeto de debate le corresponde a la
contraparte, no puede perderse de vista que ante todo el modelo de
enjuiciamiento de la Ley 906 de 2004 es adversarial y el juzgador no puede
usurpar cargas propias de las partes».

NORMATIVIDAD APLICADA:

Ley 906 de 2004, arts. 392 y 395


